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Cordial saludo, 

De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como 
memorial para el proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el 
aplicativo siglo XXl podrá confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y 
hora de recibo. 

Atentamente, 
 GPT

Grupo de Correspondencia 
Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos 

Sede Judicial  CAN

De: Angy Castellanos <ancastellanos.conciliatus@gmail.com>
Enviado: jueves, 20 de enero de 2022 11:13 a. m.
Para: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C. 
<correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>; notificaciones 
<notificaciones@organizacionsanabria.com.co>; Paola Piedras García 
<judicialeshmc@hospitalmilitar.gov.co>
Cc: luzmore26@hotmail.com <luzmore26@hotmail.com>
Asunto: 11001334204620210028300 CONTESTACIÓN DE DEMANDA LUZ MORELLY PARRA GARZÓN

Saludo cordial honorable 
JUZGADO 46 ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA ORAL DE BOGOTÁ D.C.

Por medio del presente me permito allegar CONTESTACIÓN DE DEMANDA  dentro del 
proceso 



Ref.: Nulidad y Restablecimiento del Derecho
DEMANDANTE: LUZ MORELLY PARRA GARZÓN
DEMANDADOS: ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES Y 
HOSPITAL MILITAR CENTRAL
Rad. 11001334204620210028300

Nota: En memorial aparte se enviará el link de acceso al expediente administrativo e 
historia laboral.

Cordialmente,

ANGY GRACIELA CASTELLANOS DURÁN

C.C. 1.019.077.818 expedida en Bogotá

T.P. 251.798 del Consejo Superior de la Judicatura

Cel. 320 277 20 69

ABOGADA CONCILIATUS S.A.S.
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Honorable: 

JUZGADO 46 ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA ORAL DE BOGOTÁ D.C. 

E.                                       S.                                                D. 

-------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------- 

Ref.: Nulidad y Restablecimiento del Derecho- 

DEMANDANTE: LUZ MORELLY PARRA GARZÓN  

DEMANDADOS: ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES Y 

HOSPITAL MILITAR CENTRAL  

                      Rad. 11001334204620210028300 

Asunto: CONTESTACIÓN DEMANDA. 

--------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------- 

ANGY GRACIELA CASTELLANOS DURAN mayor de edad, con domicilio en Bogotá D.C., identificado con 

la cédula de ciudadanía número 1.019.077.818 de Bogotá D.C., Abogada en ejercicio, titular de la 

Tarjeta Profesional No. 251.798 expedida por el Consejo Superior de la Judicatura, actuando en mi 

calidad de Apoderada Sustituta de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - 

COLPENSIONES, de conformidad con el poder a mi conferido, cordialmente solicito al Despacho 

reconocerme personería para actuar y estando dentro del término de la oportunidad procesal, de 

manera respetuosa me permito dar contestación a la demanda propuesta dentro del proceso de la 

referencia por la señora LUZ MORELLY PARRA GARZÓN, contra mi representada judicial y otro, para 

que mediante Sentencia que haga tránsito a Cosa Juzgada se ABSUELVA a la ADMINISTRADORA 

COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES de todas y cada una de las pretensiones formuladas en el 

libelo demandatorio y en consecuencia se condene en costas a la demandante. 

 

NATURALEZA JURÍDICA DE LA ENTIDAD DEMANDADA, REPRESENTACIÓN LEGAL Y DOMICILIO 

 

La Administradora Colombiana de Pensiones  COLPENSIONES, es una Empresa Industrial y Comercial 

del Estado organizada como Entidad financiera de carácter especial, vinculada al Ministerio del Trabajo, 

para que ejerza las funciones señaladas en el Decreto 309 del 24 de febrero de 2017 y en las 

disposiciones legales vigentes, con la finalidad de otorgar los derechos y beneficios establecidos por el 

sistema general de seguridad social consagrado en el artículo 48 de la Constitución Política de Colombia. 

De conformidad con el artículo 155 de la Ley 1151 de 2007, la Administradora Colombiana de Pensiones 

- COLPENSIONES, hace parte del Sistema General de Pensiones y tiene por objeto la administración 

estatal del Régimen de Prima Media con Prestación Definida y la administración del Sistema de Ahorro 

de Beneficios Económicos Periódicos de que trata el Acto Legislativo 01 de 2005 y las demás 

prestaciones especiales que determine la Constitución y la Ley, en su calidad de Entidad financiera de 

carácter especial. 

La representación legal la ejerce el Doctor JUAN MIGUEL VILLA LORA, identificado con la cédula de 

ciudadanía número 12435765, o quien haga sus veces. 

 

El domicilio principal es la ciudad de Bogotá D.C., en la Carrera 10 No. 72-33 Torre B piso 11, No. 

Telefónico: 217-0100. 

 

SOBRE LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA 

 

Me opongo a que prosperen todas y cada una de las pretensiones incoadas en la demanda contra la 

Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES, en vista de que las mismas no están 

llamadas a prosperar por carecer de sustento factico y legal, como se demostrará en el momento 

procesal oportuno.  

 

En consecuencia, respetuosamente le solicito al Despacho que se abstenga de fallar de manera 
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condenatoria mérito del asunto, por las razones que a continuación se esgrimen en el capítulo de la 

oposición, hechos y razones de la defensa y fundamentos de las excepciones que se enuncian en este 

escrito. 

 

DECLARACIONES Y CONDENAS CONTRA LA ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – 

COLPENSIONES. 

 

PRIMERA: Me opongo a que prospere la declaratoria de nulidad de la resolución SUB-118927 del 21 de 

mayo 2021, por medio de la cual se niega la reliquidación de la pensión de vejez a favor de la 

demandante, la razón de mi oposición se fundamenta en que al realizar el estudio de la reliquidación 

solicitada la Administradora Colombiana de Pensiones -COLPENIONES- observa que el valor arrojado es 

igual al inicialmente reconocido por lo que se niega la reliquidación pensional solicitada. 

 

 
 

Igualmente se precisa que la entidad pensional toma lo factores salariales establecidos en el Decreto 

1158 de 1994, así mismo se debe tener en cuenta lo establecido en el artículo 17 de la Ley 100 de 1993 

modificado por el artículo 4 de la Ley 797 de 2003, el cual preceptúa lo siguiente:  

 

“Durante la vigencia de la relación laboral y el contrato de prestación de servicios, deberán efectuarse 

cotizaciones obligatorias a los regímenes del sistema general de pensiones por parte de los afiliados, los 

empleados y contratistas con base en el salario o ingresos por prestación de servicios que aquellos 

devenguen.”  

 

Seguidamente el artículo 18 de la misma Ley, respectos del ingreso base de cotización de los 

trabajadores dependientes de los sectores privados y públicos dice:  

 

“La base para calcular las cotizaciones a que se hace referencia el artículo anterior, será el salario 

mensual.”  

 

Además, el inciso quinto del acto legislativo 01 de 2005, establece:  

 

“Para la liquidación de las pensiones solo se tendrá en cuenta los factores sobre los cuales cada 

persona hubiere efectuado las cotizaciones.”  

 

Por lo tanto, el salario mensual, que el empleador declara a su trabajador y del cual se deduce la 

cotización para el riesgo de vejez, debe estar conformado por todos aquellos factores que constituyen 

salario según la legislación laboral.  

 

Colpensiones, al liquidar las prestaciones toma el salario base de cotización con el cual los empleadores 

elaboran sus autoliquidaciones de aportes, no es competencia de la Administradora Colombiana de 

Pensiones -COLPENSIONES- sumar factores salariales como los que expresa la demandante debido que 

se presume que el empleador como lo manda la ley ha tenido en cuenta todo lo que constituye el 

salario.  
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Por lo anterior, COLPENIONES en el acto administrativo SUB-118927 del 21 de mayo 2021 realiza la 

liquidación de la pensión teniendo en cuenta las disposiciones legales aplicables en las normas antes 

transcritas, por lo cual se niega la solicitud de la reliquidación pensional. 

 

SEGUNDA: Me opongo a que prospere la declaratoria de nulidad del Acto administrativo DPE 4967del 

28 de junio de 2021, que confirma en todas y cada una de sus partes la resolución SUB-118927 del 21 

de mayo 2021, lo anterior tiene su sustento en que si bien los factores sobre los cuales deben cotizar 

los diferentes empleadores corresponde los señalados en el Decreto 1158 de 1994, mismo en el cual, 

se encuentran enunciados los pretendidos por la recurrente, esto es, Recargos nocturnos y dominicales 

y festivos, ciertamente, de acuerdo a lo señalado en el artículo 18 de la Ley 100 de 1993, recae en 

cabeza del empleador la obligatoriedad de realizar el aporte mensual sobre la base de cotización 

dispuesta en Ley para el caso de servidores públicos.  

 

En consecuencia, la liquidación de la prestación se realizó con fundamento en los ingresos base de 

cotización reportados por el respectivo empleador, desconociendo para el efecto si dentro de los 

mismos se reportaron con la totalidad de factores salariales que percibió o no la recurrente, dado que 

ello se enmarca en la relación laboral entre ellos la cual resulta ajena a Colpensiones. 

 

TERCERA: Me opongo a la prosperidad de la presente, teniendo en cuenta que para liquidar la 

prestación se tuvo en cuenta todos y cada uno de los ingresos base de cotización reflejados en la 

historia laboral sobre los cuales, cotizó con el empleador Hospital Militar Central, en virtud de lo 

dispuesto en el artículo 18 de la Ley 100 de 1993, dentro de los 10 últimos años de servicio. 

 

En ese orden, se dio aplicación a lo ordenado en el Acto legislativo 01 de 2005, que en su tenor precisa: 

“Para la liquidación de las pensiones sólo se tendrán en cuenta los factores sobre los cuales cada 

persona hubiere efectuado las cotizaciones. Ninguna pensión podrá ser inferior al salario mínimo legal 

mensual vigente. Sin embargo, la ley podrá determinar los casos en que se puedan conceder beneficios 

económicos periódicos inferiores al salario mínimo, a personas de escasos recursos que no cumplan 

con las condiciones requeridas para tener derecho a una pensión” (Negrilla y subrayado fuera de texto) 

 

CUARTA: Me opongo a la presente pretensión, toda vez que La Administradora Colombiana de 

Pensiones -Colpensiones-  debe realizar las liquidaciones de las prestaciones pensionales con 

fundamento en los ingresos base de cotización reportados por el respectivo empleador, desconociendo 

para el efecto si dentro de los mismos se reportaron con la totalidad de factores salariales que percibió́ 

o no la recurrente, lo anterior, de acuerdo a lo establecido en el artículo 18 de la Ley 100 de 1993, 

donde respecto del ingreso base de cotización de los trabajadores dependientes de los sectores 

privados y públicos dice:  

 

“La base para calcular las cotizaciones a que se hace referencia el artículo anterior, será el salario 

mensual.”  

 

Además, el inciso quinto del acto legislativo 01 de 2005, establece:  

 

“Para la liquidación de las pensiones solo se tendrá en cuenta los factores sobre los cuales cada 

persona hubiere efectuado las cotizaciones.”  

 

Por lo tanto, el salario mensual, que el empleador declara a su trabajador y del cual se deduce la 

cotización para el riesgo de vejez, debe estar conformado por todos aquellos factores que constituyen 

salario según la legislación laboral.  
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La demandante de haberse encontrado inconforme con las cotizaciones realizadas por su empleador a 

la Administradora debió ejercer las acciones administrativas o jurisdiccionales pertinentes para que ello 

no ocurriera. Razón por la cual no puede culparse a la Administradora de lo no inclusión de los factores 

pretendidos.   

 

QUINTA: Me opongo a lo que pretende en este numeral el apoderado de la demandante, se debe 

mencionar que respecto del pago de indexación, el artículo 14 de la Ley 100 de 1993 dispone: 

 
ART. 14: Reajustes de Pensiones. Con el objeto de que las pensiones de vejez o de jubilación, de 
invalidez y de sustitución o sobrevivientes, en cualquiera de los dos regímenes del sistema general de 
pensiones, mantengan su poder adquisitivo constante, se reajustarán anualmente de oficio, el primero 
de enero de cada año según la variación porcentual del Índice de Precios al Consumidor, certificado por 
el DANE para el año inmediatamente anterior. No obstante, las pensiones cuyo monto mensual sea 
igual al salario mínimo legal mensual vigente, serán reajustadas de oficio cada vez y con el mismo 
porcentaje en que se incremente dicho salario por el Gobierno; 
 
Al dar lectura al texto legal se identifica de manera clara la existencia de dos fórmulas para el reajuste 
anual del valor de las mesadas pensionales, así: 
 
1.- Pensión igual al salario mínimo: Aumento igual al incremento del salario mínimo legal mensual. 
 
2.- Pensión mayor al salario mínimo: Se aplica como reajuste el porcentaje de variación del Índice de 
Precios al Consumidor, certificado por el DANE.” 
 
Es importante resaltar que las pensiones reconocidas en el marco del Régimen de Prima Media con 
Prestación Definida administrado por COLPENSIONES, son reajustadas de oficio a partir del primer día 
de enero de cada año, de acuerdo con el incremento del Salario Mínimo Legal Mensual Vigente o 
variación del Índice de Precios al Consumidor según corresponda a cada pensión, motivo por el cual no 
hay lugar a efectuar el nuevo reajuste solicitado, hecho del que se concluye que no hay lugar a realizar 
pago extraordinario a favor de la accionante por ese concepto. 
 

SEXTA: Me opongo a esta pretensión dirigida en contra de la Administradora Colombiana de pensiones 

Colpensiones, que se encuentra dirigida a pretender el pago de los intereses moratorios de las mesadas 

pensionales, al respecto debemos referirnos a lo plasmado en el artículo 141 de la ley 100 de 1993, en 

el cual se indica que:  

 

“ARTÍCULO 141. INTERESES DE MORA. A partir del 1o. de enero de 1994, en caso de mora en el pago de 

las mesadas pensionales de que trata esta Ley, la entidad correspondiente reconocerá y pagará al 

pensionado, además de la obligación a su cargo y sobre el importe de ella, la tasa máxima de interés 

moratorio vigente en el momento en que se efectué el pago.” 

 

En ese sentido, los intereses moratorios solicitados en la demanda no proceden dado que no ha 

operado por parte de la entidad un retraso injustificado para el pago de la prestación económica. 

 

Es decir que para que proceda el pago de los intereses moratorios, es menester que concurran dos 

requisitos a saber; el primero que exista una pensión legalmente reconocida y el segundo que la 

administradora encargada de efectuar el pago haya incurrido en mora injustificada en el pago de la 

mesada pensional. Al respecto la Corte Constitucional en sentencia T-281/11 dispuso: " El mínimo vital 

de los pensionados no sólo resulta vulnerado por la falta de pago de las mesadas pensionales sino, 

también, por el retraso injustificado en la cancelación de las mismas". 

 

Igualmente, la Honorable Corte Constitucional en Sentencia de Unificación 230 del 29 de abril de 2015 

indicó: 
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“...Es importante anotar que dichos intereses se deben desde el momento que la obligación es exigible. 

En ese orden de ideas sólo a partir desde el momento en el que la obligación es reconocida y no existe 

controversia sobre la cuantía del pago de la misma tiene carácter de exigible. Es decir la condena por 

intereses procede una vez se determina en forma definitiva la obligación de reconocer la pensión...” 

 

En consecuencia, solo es procedente el reconocimiento y pago de los intereses moratorios que se ha 

causado cuando existe mora o retardo en el pago de las respectivas mesadas pensionales ya 

reconocidas, de tal manera se considera que proceden los aludidos intereses, única y exclusivamente, 

a partir de la fecha que ha sido expedido el acto administrativo mediante el cual se ordena el 

reconocimiento y pago de las prestaciones, obviamente en el evento en que no se cumpla lo ordenado 

en el mismo. 

 

DECLARACIONES Y CONDENAS CONTRA EL HOSPITAL MILITAR CENTRAL COMO EMPLEADOR Y 

RESPONSABLE DE LAS DEDUCCIONES PARAFISCALES DE ESTE TRABAJADOR. 

 

SÉPTIMA: No me pronunciare al respecto toda vez que la comunicación: E-00004-202105066-HMC 

ld:144186 del 01 de julio de 2021, fue expedida por el Hospital Militar Central y no por la 

Administradora Colombiana de Pensiones.  

 

OCTAVA: No me pronunciare sobre la presente toda vez que lo pretendido se encuentra encaminado 

a que se paguen obligaciones que recaerían en cabeza únicamente del Hospital Militar Central.  

 

NOVENA: No me pronunciare al respecto, toda vez, que las pretensiones plasmadas en el libelo 

demandatorio se encuentran en caminadas a que el Hospital Militar asuma valores en la prestación 

pensional ya reconocida.  

PRETENSIONES SUBSIDIARIAS 

 

DÉCIMA: Me opongo a esta pretensión dirigida en contra de la Administradora Colombiana de 

pensiones Colpensiones, respecto del pago de intereses moratorios por el no pago oportuno de la 

sentencia judicial que presta mérito ejecutivo, en aplicación del artículo 192 del CPACA, esto de 

conformidad con las siguientes consideraciones: 

 

 “ARTÍCULO 177. EFECTIVIDAD DE CONDENAS CONTRA ENTIDADES PÚBLICAS. <Código derogado por el 

artículo 309 de la Ley 1437 de 2011. Rige a partir del dos (2) de julio del año 2012. El texto vigente hasta 

esta fecha es el siguiente:> Cuando se condene a la Nación, a una entidad territorial o descentralizada 

al pago o devolución de una cantidad líquida de dinero, se enviará inmediatamente copia de la 

sentencia a quien sea competente para ejercer las funciones del ministerio público frente a la entidad 

condenada”. 

 

El agente del ministerio público deberá tener una lista actual de tales sentencias, y dirigirse a los 

funcionarios competentes cuando preparen proyectos de presupuestos básicos o los adicionales, para 

exigirles que incluyan partidas que permitan cumplir en forma completa las condenas, todo conforme 

a las normas de la ley orgánica del presupuesto. 

 

Así mismo, el nuevo Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 

contempla en su artículo 192 un procedimiento expresamente dirigido al cumplimiento de las 

sentencias o conciliaciones por parte de las entidades públicas, el cual establece expresamente que las 

condenas impuestas a entidades públicas consistentes en el pago o devolución de una suma de dinero 

serán cumplidas en un plazo máximo de diez (10) meses: 

 



   
 
 
 

Página 6 de 24 
 

“ARTÍCULO 192. CUMPLIMIENTO DE SENTENCIAS O CONCILIACIONES POR PARTE DE LAS ENTIDADES 

PÚBLICAS. Cuando la sentencia imponga una condena que no implique el pago o devolución de una 

cantidad líquida de dinero, la autoridad a quien corresponda su ejecución dentro del término de treinta 

(30) días contados desde su comunicación, adoptará las medidas necesarias para su cumplimiento. 

 

Las condenas impuestas a entidades públicas consistentes en el pago o devolución de una suma de 

dinero serán cumplidas en un plazo máximo de diez (10) meses, contados a partir de la fecha de la 

ejecutoria de la sentencia. Para tal efecto, el beneficiario deberá presentar la solicitud de pago 

correspondiente a la entidad obligada”. 

 

Las cantidades líquidas reconocidas en providencias que impongan o liquiden una condena o que 

aprueben una conciliación devengarán intereses moratorios a partir de la ejecutoria de la respectiva 

sentencia o del auto, según lo previsto en este Código. 

 

Cuando el fallo de primera instancia sea de carácter condenatorio y contra el mismo se interponga el 

recurso de apelación, el Juez o Magistrado deberá citar a audiencia de conciliación, que deberá 

celebrarse antes de resolver sobre la concesión del recurso. La asistencia a esta audiencia será 

obligatoria. Si el apelante no asiste a la audiencia, se declarará desierto el recurso. 

 

Cumplidos tres (3) meses desde la ejecutoria de la providencia que imponga o liquide una condena o 

de la que apruebe una conciliación, sin que los beneficiarios hayan acudido ante la entidad responsable 

para hacerla efectiva, cesará la causación de intereses desde entonces hasta cuando se presente la 

solicitud. 

 

En asuntos de carácter laboral, cuando se condene al reintegro, si dentro del término de tres (3) meses 

siguientes a la ejecutoria de la providencia que así lo disponga, este no pudiere llevarse a cabo por 

causas imputables al interesado, en adelante cesará la causación de emolumentos de todo tipo. 

 

El incumplimiento por parte de las autoridades de las disposiciones relacionadas con el reconocimiento 

y pago de créditos judicialmente reconocidos acarreará las sanciones penales, disciplinarias, fiscales y 

patrimoniales a que haya lugar. 

 

Ejecutoriada la sentencia, para su cumplimiento, la Secretaría remitirá los oficios correspondientes. 

 

Así las cosas, con relación al pago de los intereses sobre la condena impuesta, se tiene que las 

sentencias quedan ejecutoriadas 3 días después de notificadas cuando no tienen recursos o estos se 

han decidido. De conformidad con el Art. 177 del CCA, si la sentencia no señala plazo para el pago de 

la condena, los intereses moratorios se causan a partir del día siguiente a la ejecutoria pero si no se 

presenta la reclamación dentro de los 6 meses siguientes, la causación de intereses se suspende hasta 

tanto se presente la solicitud de pago con las formalidades y se reanuda hasta su presentación. 

 

Según el CPACA la sentencia genera intereses a partir del día siguiente a la fecha en que quedó 

ejecutoriada la decisión, pero en caso de no presentarse reclamación por parte del titular del derecho 

en un término de tres meses, cesa la causación de intereses hasta cuando se presente la reclamación 

correspondiente. 

 

Los beneficiarios de las sentencias condenatorias tienen dos vías para hacerlas efectivas o ejecutarlas, 

una en sede administrativa, y la otra en sede jurisdiccional, que es el proceso ejecutivo regulado en el 

CGP, sea ante la jurisdicción ordinaria o ante la contencioso-administrativa, según el caso. 
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En cualquiera de esas vías el acreedor debe demostrar la existencia del crédito de manera idónea, la 

cual no puede ser otra que la primera copia de la sentencia según las normas del Código Contencioso 

Administrativo y del Código de Procedimiento Civil que el mismo actor invoca en la demanda (artículo 

115, ordinal 2). 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, es evidente que en el presente caso no hay lugar al reconocimiento de 

intereses moratorios por el no pago oportuno de la sentencia judicial que presta mérito ejecutivo, de 

conformidad con el artículo 192 del CPACA, toda vez que al no haber lugar a la prosperidad de las 

suplicas invocadas en la demanda, no se emitirá por ende, providencia desfavorable en contra de la 

Administradora Colombiana de Pensiones. 

 

DÉCIMO PRIMERA: Me opongo a esta pretensión contra de la Administradora Colombiana de 

pensiones Colpensiones, la cual se encuentra dirigida a pretender el pago de los intereses moratorios 

de las mesadas pensionales, al respecto debemos referirnos a lo plasmado en el artículo 141 de la ley 

100 de 1993, pues como se expresó en acápites anteriores la Honorable Corte Constitucional en 

Sentencia de Unificación 230 del 29 de abril de 2015 indicó: 

 

“...Es importante anotar que dichos intereses se deben desde el momento que la obligación es exigible. 

En ese orden de ideas sólo a partir desde el momento en el que la obligación es reconocida y no existe 

controversia sobre la cuantía del pago de la misma tiene carácter de exigible. Es decir, la condena por 

intereses procede una vez se determina en forma definitiva la obligación de reconocer la pensión...” 

En consecuencia, solo es procedente el reconocimiento y pago de los intereses moratorios que se ha 

causado cuando existe mora o retardo en el pago de las respectivas mesadas pensionales ya 

reconocidas, de tal manera se considera que proceden los aludidos intereses, única y exclusivamente, 

a partir de la fecha que ha sido expedido el acto administrativo mediante el cual se ordena el 

reconocimiento y pago de las prestaciones, obviamente en el evento en que no se cumpla lo ordenado 

en el mismo. 

 

A LOS HECHOS DE LA DEMANDA 

 

Los hechos fundamento de las pretensiones de la demanda, los contesto de la siguiente manera: 

 

EN CUANTO AL HECHO PRIMERO: ES CIERTO. Tal y como consta en la copia de la cédula que se 

encuentra dentro del traslado de la demanda, la señora Luz Morelly Parra nació el 26 de abril de 1962.  

 

EN CUANTO AL HECHO SEGUNDO: ES CIERTO. La señora Luz Morelly Parra Garzón cumplió 57 años el 

26 de abril de 2019. 

 

EN CUANTO AL HECHO TERCERO: PARCIALMENTE CIERTO. Si bien es cierto que la demandante laboro 

en el Hospital Militar Central desde el 07-11-1991 hasta el 31-12-2019, debe advertirse que en la 

resolución DPE 4967 del 28 de junio del 2021 se registran un total de 10.447 días equivalente a 1.492 

semanas.  

 

EN CUANTO AL HECHO CUARTO: ES CIERTO. Al revisar los actos administrativos demandados se 

pueden ver cotizaciones a la Secretaria Distrital de Salud desde 19950101 hasta 19960225. 

  

EN CUANTO AL HECHO QUINTO: ES CIERTO. La demandante efectuó cotizaciones al régimen de prima 

media con prestación definida con ocasión de su vinculación con empleadores privados, anteriores a 

su labor en el HOSPITAL MILITAR CENTRAL. 
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EN CUANTO AL HECHO SEXTO: ES CIERTO. A la demandante no la cobija el régimen de transición debido 

a que no cumplía con los requisitos de edad y tiempo de servicio para el momento de la expedición de 

la Ley 100 de 1993. 

 

EN CUANTO AL HECHO SÉPTIMO: PARCIALMENTE CIERTO. Es cierto que La ADMINISTRADORA 

COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES, mediante Resolución SUB 254515 del 17 de septiembre 

de 2019, reconoce pensión de vejez en favor de la señora Luz Morelly Parra, en cuantía de $1.405.344 

en aplicación de la Ley 797 de 2003, en cuanto al pago de la misma, este quedo supeditado a que la 

demandante acreditara el retiro definitivo del servicio público.  

 

EN CUANTO AL HECHO OCTAVO: ES CIERTO. La demandante acredito el retiro del servicio el 01 de 

enero del 2020, razón por la cual a través de la Resolución SUB 240232 del 6 de noviembre de 2020, 

COLPENIONES reliquidó la prestación a una cuantía inicial de $1.494.690, partir del 1 de enero de 2020, 

con 1.492 semanas cotizadas, con una tasa de reemplazo del 68.74%, de conformidad con la Ley 797 

de 2003. 

 

EN CUANTO AL HECHO NOVENO: ES CIERTO. La ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - 

COLPENSIONES, incluyó en nómina de pensionados a la señora Luz Morelly Parra, a través de la 

Resolución SUB-344067 del 17 de diciembre de 2019, calculando un IBL de $2.064.551 al cual le aplica 

una tasa de reemplazo de 68.75%, obteniendo una pensión de $1.419.379, efectiva el 01 de enero de 

2020. 

 

EN CUANTO AL HECHO DÉCIMO: NO ES UN HECHO. Toda vez que la afirmación que realiza el abogado 

de la demandante es una interpretación normativa orientada a buscar el apoyo de las pretensiones 

incoadas en el libelo demandatorio lo cual debe ser probado en el trascurso del proceso. 

 

EN CUANTO AL HECHO DÉCIMO PRIMERO: NO ES UN HECHO. Es una consideración que realiza el 

apoderado de la parte demandante la cual busca apoyar las pretensiones incoadas en el libelo 

demandatorio, la misma debe ser probada en el transcurso del proceso. 

 

Al respecto, es pertinente mencionar que la entidad pensional toma lo factores salariales establecidos 

en el Decreto 1158 de 1994, así mismo se debe tener en cuenta lo establecido en el artículo 17 de la 

Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 4 de la Ley 797 de 2003, el cual preceptúa lo siguiente:  

 

“Durante la vigencia de la relación laboral y el contrato de prestación de servicios, deberán efectuarse 

cotizaciones obligatorias a los regímenes del sistema general de pensiones por parte de los afiliados, los 

empleados y contratistas con base en el salario o ingresos por prestación de servicios que aquellos 

devenguen.”  

 

Seguidamente el artículo 18 de la misma Ley, respectos del ingreso base de cotización de los 

trabajadores dependientes de los sectores privados y públicos dice:  

 

“La base para calcular las cotizaciones a que se hace referencia el artículo anterior, será el salario 

mensual.”  

 

Además, el inciso quinto del acto legislativo 01 de 2005, establece:  

 

“Para la liquidación de las pensiones solo se tendrá en cuenta los factores sobre los cuales cada 

persona hubiere efectuado las cotizaciones.”  
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Por lo tanto, el salario mensual, que el empleador declara a su trabajador y del cual se deduce la 

cotización para el riesgo de vejez, debe estar conformado por todos aquellos factores que constituyen 

salario según la legislación laboral.  

 

Colpensiones, al liquidar las prestaciones toma el salario base de cotización con el cual los empleadores 

elaboran sus autoliquidaciones de aportes, no es competencia de la Administradora Colombiana de 

Pensiones -COLPENSIONES- sumar factores salariales como los que expresa la demandante debido que 

se presume que el empleador como lo manda la ley ha tenido en cuenta todo lo que constituye el 

salario.  

 

EN CUANTO AL HECHO DÉCIMO SEGUNDO: NO ES CIERTO: Al respecto se debe mencionar que el 

monto de la presente prestación se define de acuerdo con lo establecido en el artículo 10 de la Ley 797 

de 2003, por el cual se modifica el artículo 34 de la Ley 100 de 1993, en los siguientes términos: “... A 

partir del 1 de enero del año 2004 se aplicarán las siguientes reglas: 

 

El monto mensual de la pensión correspondiente al número de semanas mínimas de cotización 

requeridas será del equivalente al 65%, del ingreso base de liquidación de los afiliados. Dicho 

porcentaje se calculará de acuerdo con la fórmula siguiente: 

r = 65.50 - 0.50 s, donde: 

r =porcentaje del ingreso de liquidación. 

s = número de salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

 

A partir del 2005, por cada cincuenta (50) semanas adicionales a las mínimas requeridas, el porcentaje 

se incrementará en un 1.5% del ingreso base de liquidación, llegando a un monto máximo de pensión 

entre el 80 y el 70.5% de dicho ingreso, en forma decreciente en función del nivel de ingresos de 

cotización, calculado con base en la fórmula establecida en el presente artículo. 

 

El valor total de la pensión no podrá ser superior al ochenta (80%) del ingreso base de liquidación, ni 

inferior a la pensión mínima”. 

 

En esa línea y para obtener el ingreso base de cotización de la presente prestación, se toman los 

factores salariales establecidos en los artículos 18 y 19 de la Ley 100 de 1993 y artículo 1 del Decreto 

1158 del 3 de junio de 1994, según el caso. 

 

COLPENSIONES al realizar el estudio de la prestación con la Ley 797 de 2003 establece con un ingreso 

base de liquidación de 2.094.808, y con una tasa de remplazo del 68.74%, arrojando una mesada para 

el año 2021 de $1.518.755  

 

El IBL 1 corresponde a la liquidación que realiza el sistema con el promedio de los salarios devengados 

en los últimos 10 años.  

Nombre  Fecha   
Status 

Fecha   
Efectividad 

VALOR  
IBL 1 

VALOR  
IBL 2 

Mejor   
IBL  

% IBL Valor  
Pensión  
Mensual 

Aceptada 

1050 semanas  
progresivas, 55 o 60 

años de edad Ley 
797 del 2003- Legal 

26 de  
abril de 

2019 

1 de enero 
de 2020 

 1,698,612.00 1 68.74  1,518,755.00  SI 

 

Que analizado lo anterior se evidencia que la suma arrojada es IGUAL a la que actualmente recibe la 

señora PARRA GARZON LUZ MORELLY que corresponde al valor de $1.518.755, como se refleja en la 

nómina de pensionados de esta entidad 
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EN CUANTO AL HECHO DÉCIMO TERCERO: NO ES UN HECHO. Toda vez que la afirmación que realiza 

el abogado de la demandante es una interpretación no orientada para buscar el apoyo de las 

pretensiones incoadas en el libelo demandatorio lo cual debe ser probado en el trascurso del proceso. 

 

EN CUANTO AL HECHO DÉCIMO CUARTO: NO ES UN HECHO. Toda vez que la afirmación que realiza el 

abogado de la demandante es una interpretación no orientada a buscar el apoyo de las pretensiones 

incoadas en el libelo demandatorio, así mismo el presente se encuentra dirigido en contra del Hospital 

Militar Central y no de mi representada.  

 

EN CUANTO AL HECHO DÉCIMO QUINTO: NO ES UN HECHO. Es una consideración normativa y 

jurisprudencial que realiza el apoderado de la parte demandante la cual busca apoyar las pretensiones 

incoadas en el libelo demandatorio, la misma debe ser probada en el transcurso del proceso. 

 

EN CUANTO AL HECHO DÉCIMO SEXTO: ES CIERTO. Tal y como consta dentro de los documentos de 

traslado, la demandante radico ante COLPENSIONES derecho de petición No. 2021-4005074 del 08 de 

abril de 2021, mediante al cual solicita se realice revisión y reliquidación de la pensión de vejez. 

 

EN CUANTO AL HECHO DÉCIMO SÉPTIMO: PARCIALMENTE CIERTO. Es cierto que la solicitud fue 

resuelta mediante la Resolución SUB-118927 del 21 de mayo de 2021, en donde negó la reliquidación 

de la pensión de vejez de la señora LUZ MORELLY PARRA GARZÓN, NO ES CIERTO que la entidad no 

tuviera en cuenta los factores salariales con recargos nocturnos, dominicales y festivos. La 

Administradora Colombiana de Pensiones -Colpensiones-  debe realizar las liquidaciones de las 

prestaciones pensionales con fundamento en los ingresos base de cotización reportados por el 

respectivo empleador, desconociendo para el efecto si dentro de los mismos se reportaron con la 

totalidad de factores salariales que percibió o no la recurrente, lo anterior, de acuerdo a lo establecido 

en el artículo 18 de la Ley 100 de 1993, donde respecto del ingreso base de cotización de los 

trabajadores dependientes de los sectores privados y públicos dice:  

 

“La base para calcular las cotizaciones a que se hace referencia el artículo anterior, será el salario 

mensual.”  

 

Además, el inciso quinto del acto legislativo 01 de 2005, establece:  

 

“Para la liquidación de las pensiones solo se tendrá en cuenta los factores sobre los cuales cada 

persona hubiere efectuado las cotizaciones.”  

 

Por lo tanto, el salario mensual, que el empleador declara a su trabajador y del cual se deduce la 

cotización para el riesgo de vejez, debe estar conformado por todos aquellos factores que constituyen 

salario según la legislación laboral. 

 

EN CUANTO AL HECHO DÉCIMO OCTAVO: ES CIERTO. La demandante interpuso recurso de apelación 

frente a la Resolución SUB 118927 del 21 de mayo de 2021. 

 

EN CUANTO AL HECHO DÉCIMO NOVENO. ES CIERTO. la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 

PENSIONES - COLPENSIONES en respuesta al recurso de apelación interpuesto expidió la Resolución 

DPE 4967 del 28 de junio de 2021, en donde se confirmó en todas y cada una de las partes de la 

Resolución SUB-118927 del 21 de mayo de 2021. 
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EN CUANTO AL HECHO VIGÉSIMO. ES CIERTO. Tal y como se puede observar dentro de los documentos 

aportados con el escrito de la demanda, mediante oficio dirigido al HOSPITAL MILITAR CENTRAL, 

radicado E- 00004-202105066 - HMC Id: 144186, del 01 de julio de 2021, la demandante solicitó que 

revisara los aportes al sistema General de pensiones de la señora LUZ MORELLY PARRA GARZÓN, por 

cuanto existe un reporte inexacto en cuanto, a la cuantía del salario, al no haberse efectuado las 

respectivas deducciones por concepto de Recargos Nocturnos, Dominicales y Festivos. 

 

EN CUANTO AL HECHO VIGÉSIMO PRIMERO. ES CIERTO. Tal y como aparece dentro de los documentos 

que acompañan el escrito de demanda, el Hospital Militar Central en respuesta al radicado R-00004-

202105068-HMC Id: 144189, notificado el 01 de julio de 2021, informan que a través de la mesa de 

trabajo que se solicitó a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES, el cual se 

llevó a cabo el día 11 de septiembre de 2019 y en ella se efectuó revisión de pago de aportes de 

funcionarios y exfuncionarios a fin de determinar si existía obligación pendiente por parte del HOSPITAL 

MILITAR CENTRAL. De lo revisado, no se reflejó pago pendiente por este concepto. 

 

FUNDAMENTOS Y RAZONES DE LA DEFENSA 

 

La ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES –COLPENSIONES-, al realizar el estudio del caso que 

nos ocupa dentro de los límites comprendidos en los fundamentos de la demanda resuelve que no es 

posible acceder a las pretensiones por no ser procedentes en base a las siguientes razones:  

 

La demandante en la presente pretende la reliquidación pensional, teniendo en cuenta los factores 

salariales asignación básica, horas extras bonificación por servicios, los recargos nocturnos, 

dominicales y festivos, contemplados en el Decreto 1158 de 1993, aplicando una tasa de reemplazo 

del 68.06%, en cuantía no inferior a $1.719.804,86. 

 

Para empezar, debemos resaltar que a la demandante mediante acto administrativo SUB 254515 del 

17 de septiembre del 2019 la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones, reconoció 

pensión de vejez en cuantía de $1.405.344, con 1.475 semanas cotizadas, con un IBL de $2.043.542, 

quedando en suspenso el ingreso a nómina de pensionados hasta tanto se acreditara el retiro 

definitivo del sector público. El ingreso a nómina de pensionados se realizó mediante el acto 

administrativo SUB 344067 del 17 de diciembre de 2019 de conformidad con la Ley 797 de 2003 con 

una tasa de reemplazo de 68.74%. 

 

Acto seguido, a través del acto administrativo SUB 240232 del 6 de noviembre de 2020, Colpensiones 

reliquidó la prestación pensional a una cuantía inicial de $1.494.690, partir del 1 de enero de 2020, con 

1.492 semanas cotizadas, con una tasa de reemplazo del 68.74%, de conformidad con la Ley 797 de 

2003. 

 

Posteriormente, la demandante solicito la reliquidación de su prestación pensional, solicitud que fue 

negada mediante el los actos administrativos SUB 118927 del 21 de mayo de 2021 y DPE 4967 del 28 

de junio de 2021. 

 

La Administradora Colombiana de Pensiones -Colpensiones- para el caso establece que es procedente 

realizar el estudio de la prestación a la luz de la Ley 100 de 1993, modificada por la Ley 797 de 2003, 

que señala como requisitos para acceder a la pensión de vejez: 

 

“ARTÍCULO 9º. El artículo 33 de la Ley 100 de 1993 quedará así: 

 

Artículo 33. Requisitos para obtener la Pensión de Vejez. Para tener el derecho a la Pensión de Vejez, 
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el afiliado deberá reunir las siguientes condiciones: 

 

1. Haber cumplido cincuenta y cinco (55) años de edad si es mujer o sesenta (60) años si es hombre. 

A partir del 1o. de enero del año 2014 la edad se incrementará a cincuenta y siete (57) años de edad 

para la mujer, y sesenta y dos (62) años para el hombre. 

2. Haber cotizado un mínimo de mil (1000) semanas en cualquier tiempo. 

 

A partir del 1o. de enero del año 2005 el número de semanas se incrementará en 50 y a partir del 1o. 

de enero de 2006 se incrementará en 25 cada año hasta llegar a 1.300 semanas en el año 2015...” 

 

Es necesario señalar que el status de pensionada sólo se adquiere cuando coincidan los requisitos 

mínimos de semanas de cotización y edad de acuerdo al año respectivo tal como se establecen en la 

ley 797 de 2003 en su artículo 9. 

 

En esa línea y para obtener el ingreso base de liquidación de la prestación, se dio dar aplicación a lo 

establecido en el artículo 21 de la ley 100 de 1993; el cual establece: 

 

“Se entiende por ingreso base para liquidar las pensiones previstas en esta ley, el promedio de los 

salarios o rentas sobre los cuales ha cotizado el afiliado durante los diez (10) años anteriores al 

reconocimiento de la pensión, o en todo el tiempo si este fuere inferior para el caso de las pensiones 

de invalidez o sobrevivencia, actualizados anualmente con base en la variación del Índice de Precios al 

consumidor, según certificación que expida el DANE. 

 

Cuando el promedio del ingreso base, ajustado por inflación, calculado sobre los ingresos de toda la 

vida laboral del trabajador, resulte superior al previsto en el inciso anterior, el trabajador podrá optar 

por este sistema, siempre y cuando haya cotizado 1250 semanas como mínimo”. 

 

Igualmente, el monto de la presente prestación, se definió de acuerdo con lo establecido en el artículo 

10 de la Ley 797 de 2003, por el cual se modifica el artículo 34 de la Ley 100 de 1993, en los siguientes 

términos: 

 

“... A partir del 1 de enero del año 2004 se aplicarán las siguientes reglas: 

 

El monto mensual de la pensión correspondiente al número de semanas mínimas de cotización 

requeridas, será del equivalente al 65%, del ingreso base de liquidación de los afiliados. Dicho 

porcentaje se calculará de acuerdo con la fórmula siguiente: 

r=65.50-0.50s, donde: 

r=porcentaje del ingreso de liquidación. 

s = número de salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

 

A partir del 2005, por cada cincuenta (50) semanas adicionales a las mínimas requeridas, el porcentaje 

se incrementará en un 1.5% del ingreso base de liquidación, llegando a un monto máximo de pensión 

entre el 80 y el 70.5% de dicho ingreso, en forma decreciente en función del nivel de ingresos de 

cotización, calculado con base en la fórmula establecida en el presente artículo. 

 

El valor total de la pensión no podrá ser superior al ochenta (80%) del ingreso base de liquidación, ni 

inferior a la pensión mínima”. 

 

Así las cosas; y a fin de dar claridad al presente caso nos permitimos informar que el valor de la pensión 

otorgada se obtuvo así 
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1. Dividimos $2.094.808 (Valor IBL) entre $828.116 salario mínimo legal 2019) = 2.52% 

2. Multiplicamos 2.38 X 0.5 = 1.26 

3. A 65.50 le restamos 1.26 = 64.24 % 

 

A este resultado se le suma 1.5 por cada 50 semanas adicionales a la fecha de estatus que fue al 2019 

el cual se exigía un promedio de 1300 semanas, es decir 192 semanas adicionales que equivalen 

sumarle 4.5% que se suma a 68.74% 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, en el último estudio pensional de la parte actora visible en la resolución 

DPE 4967 del 28 de junio de 2021, se indicó lo siguiente: 

 

“(…) 

En línea con lo anterior, para el análisis de la pensión reconocida, se tomó en cuenta que la 

demandante cumplía con los requisitos para los siguientes tipos de pensión, siendo aplicada por 

favorabilidad el indicado en la columna “Aceptada”: 

 

 
 

Como se observa en la gráfica explicativa se estudia la prestación con la Ley 797 de 2003 con un ingreso 

base de liquidación de 2.094.808, con una tasa de remplazo del 68.74%, arrojando una mesada para 

el año 2021 de $1.518.755 

 

El IBL 1 corresponde a la liquidación que realiza el sistema con el promedio de los salarios devengados 

en los últimos 10 años. 

 

El IBL 2 corresponde a la liquidación que realiza el sistema con el promedio de durante toda su vida 

laboral. 

 

Como se evidencia la prestación ACEPTADA por el sistema, el IBL aplicado fue el correspondiente al IBL 

1 es decir la liquidación realizada fue la que corresponde con el promedio de lo devengado en los 

últimos 10 años. 

 

Por lo anterior, se evidencia que la suma arrojada es IGUAL a la que actualmente recibe la señora 

PARRA GARZON LUZ MORELLY que corresponde al valor de $1.518.755, como se refleja en la nómina 

de pensionados de esta entidad. (…)” (Negrita fuera de texto). 

 

Ahora sobre de las pretensiones de la demandante respecto a la reliquidación teniendo en cuenta los 

factores salariales (Recargos nocturnos, dominicales y festivos) de los cuales presuntamente el 

Hospital Militar Central no realizo cotización, se hace pertinente precisar que para liquidar la 

prestación se debe tener en cuenta todos y cada uno de los ingresos base de la cotización reflejados 

en la historia laboral sobre los que se haya cotizado, lo anterior en virtud de los dispuesto en el artículo 

18 de la Ley 100 de 1993 y del Acto Legislativo 01 del 2005 el cual precisa: 
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“Para la liquidación de las pensiones sólo se tendrán en cuenta los factores sobre los cuales cada 

persona hubiere efectuado las cotizaciones (…)”. 

 

Es importante precisar que con relación a los factores salariales que asegura no fueron tenidos en 

cuenta en el ingreso base de cotización, es preciso traer a colación el artículo 17 de la Ley 100 de 1993 

modificado por el artículo 4 de la Ley 797 de 2003 que preceptúa “... Durante la vigencia de la relación 

laboral y el contrato de prestación de servicios, deberán efectuarse cotizaciones obligatorias a los 

regímenes del sistema general de pensiones por parte de los afiliados, los empleados y contratistas 

con base en el salario o ingresos por prestación de servicios que aquellos devenguen...” 

 

Ahora bien, frente a los factores salariales solicitados por la demandante (Recargos nocturnos, 

dominicales y festivos) los cuales se encuentran dentro del Decreto 1158 de 1994, ciertamente y de 

acuerdo con lo señalado en el artículo 18 de la Ley 100 de 1993, recae en cabeza del empleador la 

obligatoriedad de realizar el aporte mensual sobre la base de cotización dispuesta en la Ley para el 

caso de los servidores públicos. Lo expuesto da cuenta de un aspecto determinante para el asunto bajo 

análisis, el cual es que solo pueden considerar, para efectos de la determinación del IBL, los factores 

sobre los cuales los pensionables hayan efectuado aportes al correspondiente Fondo de Pensiones en 

los cuales se presume debe estar conformado por todos aquellos factores que constituyen salario 

según la legislación laboral. 

 

Se precisa que Colpensiones es una Administradora de pensiones y al momento de reconocer la 

pensión de vejez se basa en las cotizaciones que realiza cada empleador, puesto que es este quien 

tiene la obligación de reconocerle los factores salariales pactados y así mismo realizar de manera 

integral la cotización. Vale aclarar que las pensiones de vejez en el régimen de prima media con 

prestación definida se calculan como un porcentaje sobre el ingreso base de liquidación, el cual está 

compuesto por cada período de aportes, los cuales se denomina ciclos y es el resultado del promedio 

del salario mensual sobre el cual se hicieron los respectivos aportes al sistema. 

 

Con relación a este punto, la Corte Suprema de Justicia - Sala Laboral ha precisado que: “(…) en el caso 

de las prestaciones de la seguridad social, y aún en los eventos en que se trate de obligaciones 

trasladadas de la previsión social, el monto de las mismas debe corresponder con el valor de las 

cotizaciones efectivamente realizadas o del capital aportado para financiarlas ”Del mismo modo, ha 

admitido que: “De tal manera, que el seguro social no puede ser compelido a reconocer una pensión 

por un valor superior al que corresponde de acuerdo con el salario base asegurado según las reglas de 

cada una de las prestaciones, salvo en los eventos en que habiéndose presentado una cotización 

deficitaria por ser el salario real superior, el patrono o entidad empleadora cancele previamente el 

capital constitutivo correspondiente al mayor valor de la prestación ”. 

 

En igual sentido se ha pronunciado la sentencia del 19 de agosto de 2009, rad. N° 33091, en donde 

señaló la Corte: “Esto indica que el diseño legislativo prevé que el traslado de las obligaciones de la 

previsión social al Instituto de Seguro Social, deba hacerse en condición de que de igual manera, sean 

trasladados los recursos correspondientes; regla que traída al sublite, indica que la obligación de la 

entidad demandada se tasa de conformidad con el monto de las cotizaciones aportadas”. 

De igual forma la Circular Interna Número 16 de 2015, de la Vicepresidencia Jurídica y Secretaria 

General de Colpensiones, que respecto a los factores salariales indicó lo siguiente: 

 

“(…) 

Los únicos factores salaries que se deberán tener en cuenta al momento de determinar el ingreso base 

de liquidación serán los contemplados en el Decreto 1158 de 1994, siempre y cuando sobre los mismos 
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se hubieran efectuado los aportes al Sistema General de Pensiones.” 

 

Ahora bien, es de aclarar que para la liquidación de la prestación se toman los factores salariales 

establecidos en el artículo 1 del Decreto 1158 del 3 de junio de 1994, o los artículos 18 y 19 de la Ley 

100 de 1993, según el caso, posición adoptada por la Vicepresidencia Jurídica y Doctrinal y la 

Vicepresidencia de Prestaciones y Beneficios, mediante Circular 01 de 2012. Que los factores salariales 

a tomar en cuenta para efectos de determinar el ingreso base de liquidación son los establecidos en el 

artículo 1º del Decreto 1158 de 1994, los cuales son, a saber: 

 

- La asignación básica mensual - Los gastos de representación - La prima técnica, cuando sea factor de 

salario - Las primas de antigüedad, ascensional y de capacitación cuando sean factor de salario - La 

remuneración por trabajo dominical o festivo - La remuneración por trabajo suplementario o de horas 

extras, o realizado en jornada nocturna - La bonificación por servicios prestados Que es del caso 

entonces informar a la recurrente que de acuerdo al artículo 17 de la Ley 100 de 1993, modificado por 

el artículo 4 de la Ley 797 de 2003, el cual establece que: 

 

Obligatoriedad de las Cotizaciones. Durante la vigencia de la relación laboral y del contrato de 

prestación de servicios, deberán efectuarse cotizaciones obligatorias a los regímenes del sistema 

general de pensiones por parte de los afiliados, los empleadores y contratistas con base en el salario o 

ingresos por prestación de servicios que aquellos devenguen. La obligación de cotizar cesa al momento 

en que el afiliado reúna los requisitos para acceder a la pensión mínima de vejez, o cuando el afiliado 

se pensione por invalidez o anticipadamente. Lo anterior sin perjuicio de los aportes voluntarios que 

decida continuar efectuando el afiliado o el empleador en los dos regímenes. Que los Decretos 326 del 

16 de febrero de 1996, 1818 del 8 de octubre de 1996 y el 1406 del 28 de julio de 1999, reglamentarios 

de la Ley 100 de 1993, expresan que el aportante, tiene el deber y la obligación directa frente a la 

Entidad administradora de cumplir con el pago de los aportes al Sistema. 

 

Que así mismo, el Decreto 1406 de 1999 en su artículo 39 dispone: Deberes especiales del Empleador. 

Las consecuencias derivadas de la no presentación de las declaraciones de autoliquidación de aportes 

o de errores u omisiones en ésta, que afecten el cubrimiento y operatividad del sistema de seguridad 

integral o la prestación de los servicios que él contempla con respecto a uno o más de los afiliados, 

serán responsabilidad exclusiva del aportante. Que la prestación se liquidó tomando el Ingreso Base 

de Cotización reportado por el patrono quien es el responsable de hacer el aporte sobre el ingreso real 

del trabajador, es decir con todos los factores salariales y sobre ese ingreso de cotización esta 

Administradora hace la correspondiente liquidación. 

 

Así mismo, es importante resaltar que partir de enero de 1995 el Sistema de Aportes a Seguridad Social 

se maneja por el Sistema de Autoliquidación de aportes, donde los valores de Salarios son reportados 

directamente por el patrono. 

 

Que, en ese sentido, el trabajador es responsable de vigilar que el patrono le esté cotizando con todos 

los factores salariales, y el patrón es quien debe hacer la cotización correcta de cada trabajador, y 

basados en el Principio de la buena fe, el Instituto de Seguros Sociales - ISS (Liquidado), hoy en día 

Administradora Colombiana de Pensiones –Colpensiones- liquida las prestaciones. 

 

Por lo anteriormente expuesto, la competencia de COLPENSIONES está limitada a la verificación de los 

presupuestos legales de hecho y derecho para el reconocimiento prestacional y no puede esta 

Administradora dotarse con la atribución de instar al empleador a que opere correctamente en el 

cálculo de sus aportes. 
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Así las cosas, la obligación que recae sobre la Administradora Colombiana de Pensiones -

COLPENSIONES- al liquidar las prestaciones es la toma del salario base de cotización con el cual los 

empleadores elaboran sus autoliquidaciones de aportes, pues no es competencia, desde ningún punto 

de vista de Colpensiones ejercer vigilancia y acciones de cobro ante el Hospital Militar Central , puesto 

que se entiende que este actúa de Buena fe y realiza la cotización correspondiente de forma integral 

teniendo en cuenta todos los factores salariales pactados en la relación laboral. 

 

Ahora bien, debemos resaltar que no hay lugar a la pretensión dirigida a obtener el pago de intereses 
moratorios del artículo 141 de la ley 100 de 1993, para lo cual debemos tener en cuenta lo siguiente: 
 
“ARTÍCULO 141. INTERESES DE MORA. A partir del 1o. de enero de 1994, en caso de mora en el pago 
de las mesadas pensionales de que trata esta Ley, la entidad correspondiente reconocerá y pagará al 
pensionado, además de la obligación a su cargo y sobre el importe de ella, la tasa máxima de interés 
moratorio vigente en el momento en que se efectué el pago.” 
 
Es importante resaltar que los mismos no proceden dado que no ha operado por parte de la entidad 
un retraso injustificado para el pago de la prestación económica. 
 
De lo anterior se puede establecer que para que proceda el pago de los intereses moratorios, es 
menester que concurran dos requisitos a saber; el primero que exista una pensión legalmente 
reconocida y el segundo que la administradora encargada de efectuar el pago haya incurrido en mora 
injustificada en el pago de la mesada pensional. Al respecto la Corte Constitucional en sentencia T-
281/11 dispuso: " El mínimo vital de los pensionados no sólo resulta vulnerado por la falta de pago de 
las mesadas pensionales sino, también, por el retraso injustificado en la cancelación de las mismas".  
En este sentido, la sentencia de Unificación 230 del 29 de abril de 2015 indicó lo siguiente:  
 
“…Es importante anotar que dichos intereses se deben desde el momento que la obligación es exigible. 
En ese orden de ideas sólo a partir desde el momento en el que la obligación es reconocida y no existe 
controversia sobre la cuantía del pago de la misma tiene carácter de exigible. Es decir la condena por 
intereses procede una vez se determina en forma definitiva la obligación de reconocer la pensión…” 
 
Se puede concluir entonces, que por mandato legal, es procedente el reconocimiento y pago de los 
intereses moratorios que se han causado cuando existe mora o retardo en el pago de las respectivas 
mesadas pensiónales ya reconocidas, de lo que se infiere que proceden los aludidos intereses, única y 
exclusivamente, a partir de la fecha en que ha sido expedido el acto administrativo mediante el cual se 
ordena el reconocimiento y pago de las prestaciones, obviamente en el evento en que no se cumpla lo 
ordenado en el mismo, situación que evidentemente no es la de la accionante. 
 
Lo anterior tiene un total soporte jurídico dado que es imposible para la ADMINISTRADORA 
COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES, en representación de las arcas económicas del Estado, 
el reconocimiento de intereses de cualquier tipo ya que de hacerlo estaría actuando en total contravía 
con el acto legislativo 01 de 2005 y los principios de UNIVERSALIDAD, SOLIDARIDAD, SOSTENIBILIDAD 
PRESUPUESTAL Y DE LEGALIDAD, los cuales permean el campo de la seguridad social en Colombia. 
No obstante lo anterior, en caso de que hipotéticamente el Honorable despacho llegase a acceder a la 
mencionada sanción moratoria, debemos indicar que dichos intereses sólo se causan tratándose de la 
pensión de vejez e invalidez, a partir del sexto mes siguiente a la presentación de la solicitud de 
reconocimiento pensional, y al tercer mes en los eventos que la prestación consista en pensión de 
sobrevivientes. Por lo anterior se solicita muy amablemente al señor Juez tener en cuenta la aplicación 
de las sentencias T-588 de 2003, C-1024 de 2004 y la SU-065 de 2018. 
 
Al respecto por medio de la sentencia T-588 de 2003, se abordaron las posibles dudas que pudieran 
surgir respecto de la debida interpretación de los plazos con que cuentan las autoridades para 
responder a peticiones pensionales. Sostuvo la Honorable Corte en esta ocasión: 
 
“Para fijar cuál es el término que establece la ley para resolver sobre las peticiones relacionadas con las 

prestaciones de la seguridad social en pensiones, y en este sentido definir cuál es exactamente el 
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contenido del derecho fundamental de petición en este punto, la Corte ha recurrido a una 

interpretación integral de tres normas diversas pero que concurren a la configuración legal del derecho 

de petición. Estas normas están contenidas en el artículo 6º del C.C.A., en el artículo 19º del Decreto 

656 de 1994 y en el artículo 4º de la ley 700 de 2001, cuyos textos son los siguientes:  

 

(…)  

 

Ahora, para determinar cuál es el contenido del derecho de petición en materia de pensiones, la Corte 

ha tenido que fijar el alcance del enunciado del artículo 4º de la ley 700 de 2001. Para ello la Corte ha 

recurrido a una interpretación sistemática de las normas que regulan el ejercicio del derecho de 

petición en materia de seguridad social en pensiones (CCA, Decreto 656 de 1994 y ley 700 del 2001), y 

a una interpretación literal del enunciado del referido artículo 4º. Sobre el punto, en la sentencia T-001 

de 2003 la Corte afirmó:  

 

(...)  

 

Como se observa, el máximo plazo para decidir o contestar una solicitud relacionada con pensiones de 

vejez, invalidez y sobrevivencia es de cuatro meses. Hasta el momento no hay norma alguna que fije 

un término diferente para la respuesta a la solicitud en materia de pensión para las sociedades 

administradoras de fondos del régimen de ahorro individual, para el Seguro, o para Cajanal. En 

consecuencia, se debe seguir aplicando por analogía el artículo 19º trascrito.  

 

(...)  

 

Obsérvese cómo el artículo 4º (de la ley 700 de 2001) establece un término de seis meses no para 

decidir sobre las solicitudes en materia de pensión, como lo hace el artículo 19º del Decreto 656 de 

1994, sino para adelantar los trámites necesarios para el reconocimiento y pago de las mesadas; es 

decir, para el desembolso efectivo del monto de las mismas.”  

 

(…) 

 

De lo anterior se sigue que, cuando el derecho de petición es ejercido frente a entidades o personas a 

cuyo cargo existe la obligación de reconocimiento y pago de pensiones, los términos constitucionales 

para resolver sobre las peticiones son los siguientes: (i) de quince días hábiles (cuando se trata de 

recursos en el trámite administrativo o de peticiones de información general sobre el trámite 

adelantado), (ii) de cuatro meses (cuando se trata de peticiones enderezadas al reconocimiento de 

pensiones) y (iii) de seis meses (cuando se trata de peticiones o de trámites enderezados al pago 

efectivo de las mesadas).  

 

En este sentido existe un deber constitucional, derivado del derecho fundamental de petición, que pesa 

sobre las personas o entidades responsables del reconocimiento y pago de pensiones el cual comporta: 

(i) responder diligentemente las peticiones presentadas respetando los términos previstos por la ley, 

(ii) informar sobre el trámite a las personas que acuden a sus dependencias mediante peticiones 

respetuosas y (iii) efectuar los pagos, cuando en derecho haya lugar, antes de que se cumplan los 6 

meses previstos en la Ley 700 de 2001, que precisamente fijó condiciones tendientes a mejorar la 

calidad de vida de los pensionados. 

  

Esta ha sido la posición de la Corte desde la sentencia T-001 de 2003 que se ha convertido en la doctrina 
aplicable, al momento de resolver casos que presenten similitud temática con lo aquí establecido.” 
(Subrayado fuera de texto) 
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Continuando, también encontramos la Sentencia C-1024 de 2004 que precisó lo siguiente:  
 
“De cuatro (4) meses para dar respuesta de fondo a las solicitudes en materia pensional 
(reconocimiento de pensiones de vejez e invalidez así como las relativas a reliquidación y reajuste de 
las mismas). (Decreto 656 de 1994, artículo 19 y Ley 797 de 2003, artículo 9°). 
  
Debe precisarse que el término de cuatro meses no es aplicable en el caso en que se trate del 
reconocimiento del derecho a la pensión de sobrevivientes, por cuanto allí opera el término fijado por 
el artículo 1º de la Ley 717 de 2001, esto es, máximo "dos (2) meses después de radicada la solicitud 
por el peticionario, con la correspondiente documentación que acredite su derecho".  
 
Independientemente del plazo previsto para el reconocimiento, reajuste o reliquidación de una 
pensión, ninguna autoridad podrá demorar más seis (6) meses a partir del momento en que se eleve la 
solicitud por el peticionario, para realizar efectivamente el pago de las mesadas pensionales. (Artículo 
4° Ley 700 de 2001)”. 
 
Finalmente, en el más reciente pronunciamiento sobre este punto fue expuesto por la misma Corte 
Constitucional en la Sentencia SU-065 de 2018 donde recordó que la postura asumida por este 
organismo en sede de control abstracto y concreto, indica: 
 
“(…) que las entidades encargadas del reconocimiento de prestaciones propias del sistema de seguridad 
social están obligadas a reconocer el pago de intereses por mora a los pensionados a quienes se les ha 
reconocido su derecho prestacional en virtud de un mandato legal, convencional o particular. Inclusive, 
ello sucede con independencia de que su derecho haya sido reconocido con fundamento en la Ley 100 
de 1993 o una ley o régimen anterior, por lo que la moratoria se causa por el solo hecho de la 
cancelación tardía de las mesadas pensionales”(Negrita fuera de texto); reiterando en este sentido, la 
causación de dichos intereses a partir de la expiración del plazo de los 6 meses para hacer efectivo el 
ingreso a nómina y pago de las mesadas pensionales. 
 
Finalmente, debemos resaltar que tampoco hay lugar al pago de intereses moratorios de para casos 
como el actual, donde el litigo versa sobre una reliquidación y/o reajuste pensional; en este sentido lo 
ha señalado la Sala de Casación Laboral en Sentencia SL 4338 de 2019, donde se indica:  
 
“(…) se observa que el demandante solicitó el reconocimiento de los intereses moratorios sobre las 
sumas adeudadas y no canceladas oportunamente, no habiendo lugar a ellos, porque conforme a la 
posición mayoritaria de la Sala, no son de aplicación en el caso en concreto, por tratarse de reajustes 
pensionales, tal y como se ha sostenido entre muchas otras en la sentencia CSJ SL1479-2018, en donde 
se rememoró la CSJ SL685-2017, que reiteró la CSJ SL11427-2016, (…)” (Negrita fuera de texto). 
 
Así mismo, en Sentencia SL 11897 de 2016 M.P. Jorge Mauricio Burgos Ruiz, Radicación n.° 59673, la 
Corte manifestó lo siguiente: 
 
(…) En relación con los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, la doctrina 
tradicional de la Corte desde la sentencia CSJ SL, 23 sep. 2002, rad. 18512, se orientaba a que debían 
ser impuestos cuando se presentara retardo en el pago de mesadas pensionales independientemente 
de la buena o mala fe en el comportamiento del deudor, o de las circunstancias particulares que 
hubieran rodeado la discusión del derecho pensional en las instancias administrativas, en cuanto se 
trataba simplemente del resarcimiento económico encaminado a aminorar los efectos adversos que 
producía al acreedor la mora del deudor en el cumplimiento de las obligaciones. Es decir, tenían 
carácter resarcitorio y no sancionatorio. 
 
(…) 
 
No obstante lo anterior, la Sala en sentencia CSJ SL704-2013, atenuó esa posición jurisprudencial, para 
aquellos eventos en que las actuaciones de las administradoras de pensiones públicas o privadas, al no 
reconocer o pagar las prestaciones periódicas a su cargo, encuentren plena justificación bien porque 
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tengan respaldo normativo, ora porque su postura provenga de la aplicación minuciosa de la ley, sin 
los alcances o efectos que en un momento dado puedan darle los jueces en la función que les es propia 
de interpretar las normas sociales y ajustarlas a los postulados y objetivos fundamentales de la 
seguridad social, y que a las entidades que la gestionan no les compete y les es imposible predecir. 
 
Cuando se den tales circunstancias no resultaría razonable imponer el pago de intereses moratorios 
porque la conducta del obligado «no estuvo guiada por el capricho o la arbitrariedad, sino por el 
respeto de una normativa que de manera plausible estimaban regía el derecho en controversia». (…)” 
(Negrita fuera de texto). 
 
Ahora bien, en lo que tiene que ver con el momento a partir del cual empiezan a causarse los intereses 
moratorios, la Corte Constitucional desde su examen de constitucionalidad del artículo 141 de la Ley 
100 de 1993 en sentencia C-601 de 2000 ha venido señalando que los pensionados tienen derecho al 
pago de los intereses de mora cuando las mesadas correspondientes han sido canceladas de manera 
atrasada, haciendo énfasis en el texto subrayado, como quiera que para el máximo órgano 
Constitucional estos se causan desde el momento en que se debió hacer el pago de la pensión. 
 
Así mismo, en Sentencia T-586 del 2012, se menciona lo siguiente: 
 
“(…) Este tribunal, en un caso similar al ahora dilucidado, decidió declarar la improcedencia de la acción 
al no revestir el estudio del reconocimiento de los intereses moratorios, un asunto de relevancia 
constitucional. En aquella ocasión la Corte advirtió: 
 
En el presente caso, se cuestiona  una sentencia de la Corte Suprema de Justicia –Sala Laboral-, por 
cuanto se negó el reconocimiento y pago de los intereses moratorios de que trata el artículo 141 de la 
Ley 100 de 1993.  
 
La Corte Suprema de Justicia –Sala Laboral-, en reiterada jurisprudencia, ha venido sosteniendo que los 
mencionados intereses no proceden cuando se trata de reajustes pensionales, sino que los mismos 
sólo se causan cuando la entidad obligada al pago de la pensión entra en mora de reconocer la 
prestación o una vez reconocida la misma, retrasa el pago de las mesadas correspondientes. 
 
Más allá de las condiciones personales del actor, quien no demuestra la calidad de sujeto de especial 
protección, la primera apreciación que puede hacerse, es que el asunto que nos ocupa tiene, en 
principio, una  relevancia de tipo legal, y que aun haciendo una interpretación armónica del artículo 
141 de la Ley 100 de 1993 junto con  las disposiciones constitucionales contenidas en los artículos 13 
(derecho a la igualdad), artículo 25 (derecho al trabajo), artículo 48 (derecho a la seguridad social) y el 
artículo 53 (derecho a la situación más favorable al trabajador y al pago oportuno y reajuste de las 
pensiones) del Estatuto Superior,  se llegaría a la conclusión de que el contenido de dicho artículo, por 
el sólo hecho de derivarse de postulados constitucionales no tiene ‘per se’ vocación de derecho 
fundamental.”  
 
(…) 
 
De acuerdo con lo mencionado, esta Sala observa que la sentencia C-601 de 2000 , dio un alcance 

diferente al que pretende hacer ver el actor en la presente acción de tutela, pues esta se refirió a la 

temporalidad del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, es decir, que la sanción moratoria se aplica a toda 

clase de pensiones, reconocidas en cualquier tiempo, sin embargo, en dicha sentencia no se 

estableció ninguna regla que permita interpretar que los intereses moratorios de que trata el 

referido artículo, deban ser reconocidos en los eventos en que se trate de un reajuste pensional 

derivado de la indexación de la primera mesada pensional.” (Negrita fuera de texto). 

 

CASO CONCRETO 

 

En el presente caso, la demandante pretende la reliquidación pensional, teniendo en cuenta los 

factores salariales asignación básica, horas extras bonificación por servicios, los recargos nocturnos, 
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dominicales y festivos, contemplados en el Decreto 1158 de 1993, aplicando una tasa de reemplazo 

del 68.06%, en cuantía no inferior a $1.719.804,86. 

 

En esa línea debemos mencionar que a la demandante mediante acto administrativo SUB 254515 del 

17 de septiembre del 2019 la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones, reconoció 

pensión de vejez en cuantía de $1.405.344, con 1.475 semanas cotizadas, con un IBL de $2.043.542, 

quedando en suspenso el ingreso a nómina de pensionados hasta tanto se acreditara el retiro 

definitivo del sector público. El ingreso a nómina de pensionados se realizó mediante el acto 

administrativo SUB 344067 del 17 de diciembre de 2019 de conformidad con la Ley 797 de 2003 con 

una tasa de reemplazo de 68.74%. 

 

Acto seguido, a través del acto administrativo SUB 240232 del 6 de noviembre de 2020, Colpensiones 

reliquidó la prestación pensional a una cuantía inicial de $1.494.690, partir del 1 de enero de 2020, con 

1.492 semanas cotizadas, con una tasa de reemplazo del 68.74%, de conformidad con la Ley 797 de 

2003. 

 

Posteriormente, la demandante solicito la reliquidación de su prestación pensional, solicitud que fue 

negada mediante los actos administrativos SUB 118927 del 21 de mayo de 2021 y DPE 4967 del 28 de 

junio de 2021. 

 

En ese orden, se dio aplicación a lo ordenado en el Acto legislativo 01 de 2005, que en su tenor precisa: 

“Para la liquidación de las pensiones sólo se tendrán en cuenta los factores sobre los cuales cada 

persona hubiere efectuado las cotizaciones (…)” 

 

Lo expuesto da cuenta de un aspecto determinante para el asunto bajo análisis, el cual es que solo 

pueden considerar, para efectos de la determinación del IBL, los factores sobre los cuales los 

pensionables hayan efectuado aportes al correspondiente Fondo de Pensiones. 

 

De ahí, que si bien los factores sobre los cuales deben cotizar los diferentes empleadores corresponde 

los señalados en el Decreto 1158 de 1994, mismo en el cual, se encuentran enunciados los pretendidos 

por la recurrente, esto es, Recargos nocturnos y dominicales y festivos, ciertamente, de acuerdo a lo 

señalado en el artículo 18 de la Ley 100 de 1993, recae en cabeza del empleador la obligatoriedad de 

realizar el aporte mensual sobre la base de cotización dispuesta en Ley para el caso de servidores 

públicos. 

 

En consecuencia, se reitera que la reliquidación de la prestación se realizó con fundamento en los 

ingresos base de cotización reportados por el respectivo empleador, desconociendo para el efecto si 

dentro de los mismos se reportaron con la totalidad de factores salariales que percibió o no la 

recurrente, dado que ello se enmarca dentro de la relación laboral que resulta ajena a Colpensiones, 

de modo que, de encontrarse inconforme con los Ingresos Bases de Cotización reportados a 

Colpensiones, corresponderá a la interesada dirigirse al respectivo empleador y realizar las acciones 

administrativas o jurisdiccionales a que haya lugar. Razón por la cual no se hace procedente acceder a 

las pretensiones de la demandante, toda vez que no recae la responsabilidad en cabeza de la 

Administradora Colombiana de Pensiones, pues la entidad simplemente se limita a liquidar los valores 

sobre los que recibió cotización. 

 

Como solución al problema jurídico, se concluye que no le asiste derecho a la parte demandante a que 

su pensión sea reliquidada en tanto su ex empleador se ponga al día con la Administradora respecto 

de las cotizaciones que la demandante quiere que se incluyan. 
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EXCEPCIONES DE MÉRITO 

 

Con el debido respeto formulo las siguientes excepciones a la demanda formulada: 

 

PRIMERA: INEXISTENCIA DEL DERECHO RECLAMADO A CARGO DE COLPENSIONES 

 

Consiste en que no ha nacido obligación contra COLPENSIONES, dentro del presente caso, toda vez la 

demandante pretende la reliquidación de la prestación teniendo en cuenta los factores salariales 

(Recargos nocturnos, dominicales y festivos), sobre los cuales presuntamente el Hospital Militar 

Central no realizo cotización, como se mencionó anteriormente, para liquidar la prestación se deben 

tener en cuenta todos y cada uno de los ingresos bases de cotización reflejados en la historia laboral 

sobre los cuales, cotizó con el empleador en este caso el Hospital Militar Central, en virtud de lo 

dispuesto en el artículo 18 de la Ley 100 de 1993, dentro de los 10 últimos años de servicio.  

 

En ese orden, se dio aplicación a lo ordenado en el Acto legislativo 01 de 2005, que en su tenor precisa:  

 

“Para la liquidación de las pensiones sólo se tendrán en cuenta los factores sobre los cuales cada 

persona hubiere efectuado las cotizaciones (…)”.    

 

Lo expuesto da cuenta de un aspecto determinante para el asunto bajo análisis, el cual es que solo 

pueden considerar, para efectos de la determinación del IBL, los factores sobre los cuales los 

pensionables hayan efectuado aportes al correspondiente Fondo de Pensiones, lo anterior tiene su 

respaldo jurisprudencial en la Sentencia del 28 de agosto de 2018 del Honorable Consejo de Estado, 

en las que se ha dejado en claro en la segunda subregla que los factores salariales que se deben incluir 

en el IBL para la pensión de vejez de los servidores públicos beneficiarios de la transición son 

únicamente aquellos sobre los que se hayan efectuado los aportes o cotizaciones al Sistema de 

Pensiones. (…)”.  

 

De ahí, que si bien los factores sobre los cuales deben cotizar los diferentes empleadores corresponde 

los señalados en el Decreto 1158 de 1994, mismo en el cual, se encuentran enunciados los pretendidos 

por la recurrente, esto es, Recargos nocturnos y dominicales y festivos, ciertamente, de acuerdo a lo 

señalado en el artículo 18 de la Ley 100 de 1993, recae en cabeza del empleador la obligatoriedad de 

realizar el aporte mensual sobre la base de cotización dispuesta en Ley para el caso de servidores 

públicos.  

 

En consecuencia, se reitera que la liquidación de la prestación se realizó́ con fundamento en los 

ingresos base de cotización reportados por el respectivo empleador, desconociendo para el efecto si 

dentro de los mismos se reportaron con la totalidad de factores salariales que percibió o no la 

recurrente, dado que ello se enmarca dentro de la relación laboral que resulta ajena a Colpensiones, 

de modo que, de encontrarse inconforme con los Ingresos Bases de Cotización reportados a 

Colpensiones, corresponderá a la interesada dirigirse al respectivo empleador y realizar las acciones 

administrativas o jurisdiccionales a que haya lugar. Razón por la cual no se hace procedente acceder a 

las pretensiones de la demandante, toda vez que no recae la responsabilidad en cabeza de la 

Administradora Colombiana de Pensiones, pues la entidad simplemente se limita a liquidar los valores 

sobre los que recibió cotización.  

 

Por lo tanto, no le asiste derecho a la parte demandante a que su pensión sea reliquidada en tanto su 

ex empleador se ponga al día con la Administradora respecto de las cotizaciones que la demandante 

quiere que se incluyan, si bien si se encuentran dentro del Decreto 1158 de 1994, estas no han sido 

pagadas a la entidad. 



   
 
 
 

Página 22 de 24 
 

SEGUNDA: COBRO DE LO NO DEBIDO 

 

La administradora Colombiana de Pensiones - COLPENSIONES, como administrador del Régimen de 

Prima Media, al reconocer y pagar una pensión, lo realiza con fundamento en la normatividad vigente 

y de acuerdo con los principios generales de favorabilidad en edad, tiempo de servicios o semanas de 

cotizaciones y monto pensional, por tanto, cuando el ejecutante, sin asidero jurídico o fáctico, reclama 

una prestación distinta incurre en un cobro de lo no debido. 

 

TERCERA: PRESCRIPCIÓN 

 

La presente excepción de prescripción se propone, sin que con ello se reconozca derecho alguno al 

demandante. Se propone prescripción sobre cualquier derecho que eventualmente se hubiere causado 

a favor del demandante, de conformidad con las normas legales, sobre las reclamaciones aducidas por 

la parte actora. 

 

CUARTA: BUENA FE 

 

COLPENSIONES en todas sus actuaciones tiene que someterse al imperio de la constitución Nacional y 

de la Ley, conforme lo prescriben entre otros los Artículos 121, 122 y 128 de la Carta Política, siendo 

esto lo que ha acatado hasta el momento. 

 

Al respecto la Corte Constitucional ha señalado lo siguiente: 

 “Como principio general del derecho, (la buena fe) ha sido reconocido por la jurisprudencia 

colombiana especialmente desde 1935, citándose la jurisprudencia y doctrina francesa y sobre 

todo el artículo 1603 del Código Civil Colombiano: "Los contratos deben ejecutarse de buena fe, 

y por consiguiente obligan no solo a lo que en ellos se expresa, sino a todas las cosas que 

emanan precisamente de la naturaleza de la obligación, o que por la ley pertenecen a ella". 

Norma que tiene su correspondencia en numerosos artículos del Código Civil y que en la década 

del treinta también tendrá en Colombia importante tratamiento doctrinal: "De ahí que se hable 

de la buena fe como de un criterio primordial en la interpretación de las convenciones, gracias 

al cual el juez puede sacar triunfante la equidad sobre los rigores del formalismo". 

 

 “El principio de la buena fe es también principio del derecho laboral, ha sido incluido en el 

Código Sustantivo del Trabajo, artículo 55 y aparece en la jurisprudencia laboral desde la época 

del Tribunal Supremo del Trabajo: "El principio de la buena fe, que no es nuevo sino que data de 

las mejores tradiciones romanas, debe presidir la ejecución de los contratos, incluido el de 

trabajo". Sentencia ésta proferida el 9 de febrero de 1949 y que llega hasta analizar no solo la 

buena fe sino la mala fe, en los siguientes términos:” 

 

 "La mala fe –ha dicho la Corte Suprema de Justicia- debe ser la deducción acertada hecha sobre 

la plena comprobación de hechos precisos de naturaleza incompatible con la bona fide, como 

lo sería, en tratándose de la buena fe contractual, la demostración evidente de una visible 

ventaja pecuniaria en una negociación celebrada con un incapaz, que mostrara un 

aprovechamiento inhonesto del estado de inferioridad en que ocurrió una de las partes a su 

celebración, es decir, la prueba de que se abusó de un estado de debilidad para obtener un 

indebido e injusto provecho, apreciable en el desequilibrio de los valores. Sin olvidar tampoco 

que la calificación de la fe jurídica, el rigor con que se exige o es exigible buena fe en los negocios 

de hecho, conformada probatoriamente y adoptada en las situaciones de cada caso" 
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Según lo anterior, la buena fe en la labor misional de COLPENSIONES surge precisamente de la estricta 

aplicación de la Constitución, la Ley y el precedente jurisprudencial que permite conceder o negar 

prestaciones ajustadas a derecho, por lo cual, existiendo la presunción de legalidad del acto que 

garantiza seguridad jurídica en la decisión prestacional, tal circunstancia permite revestir además bajo 

la égida de la buena fe el reconocimiento o negación pensional por lo que es de carga exclusiva del 

demandante controvertir tanto la presunción legal del acto como la buena fe en la decisión. 

 

QUINTA: GENÉRICA O INNOMINADA 

 

De manera respetuosa se presenta esta excepción con el fin de que se aplique cuando se demuestre 

cualquier medio de defensa a favor de la entidad demandada, en ese sentido se declaren las demás 

excepciones que resulten dentro del procesos. 

 

MEDIOS DE PRUEBAS 

 

Solicito de manera respetuosa se tengan como pruebas las siguientes: 

 

 Expediente Administrativo  

 Las solicitadas por la parte actora son conducentes para el proceso, pero no otorgan nuevos 

juicios de valor que sean suficientes como para que el señor(a) juez efectúe declaración o 

condena alguna en contra de mi defendida. 

 

ANEXOS 

 

 Poder General debidamente otorgado por la Administradora Colombiana de Pensiones - 

Colpensiones a la firma Conciliatus S.A.S., representada legalmente por el Dr. JOSE OCTAVIO 

ZULUAGA RODRÍGUEZ. 

 Poder de sustitución debidamente otorgado por el Abogado JOSE OCTAVIO ZULUAGA 

RODRIGUEZ. 

 Expediente administrativo e Historia Laboral a través de link.  

 

NOTIFICACIONES 

Para efectos de notificaciones se pueden surtir en: 

 

 El suscrito en la Carrera 11 No. 73- 44 Edificio Monserrat, oficina 708. 

 Correo electrónico: ancastellanos.conciliatus@gmail.com 

 Celular 323 277 2069 

 

Atentamente, 

 

 

_______________________________ 

ANGY GRACIELA CASTELLANOS DURAN 

C.C. 1.019.077.818 de Bogotá D.C. 

T.P. 251.798 del C.S. de la J. 
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Honorable: 

JUZGADO 46 ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA ORAL DE BOGOTÁ D.C. 

E.                                       S.                                                D. 

 

Ref.: Nulidad y Restablecimiento del Derecho- 

DEMANDANTE: LUZ MORELLY PARRA GARZÓN  

DEMANDADOS: ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES Y 

HOSPITAL MILITAR CENTRAL  

                      Rad. 11001334204620210028300 

 

JOSÉ OCTAVIO ZULUAGA RODRIGUEZ., mayor de edad, domiciliado en la ciudad de Bogotá, 

identificado con la cédula de ciudadanía número 79.266.852 de Bogotá, abogado titulado e inscrito 

portador de la tarjeta profesional No. 98660 del Consejo Superior de la Judicatura, actuando en mi 

calidad de APODERADO ESPECIAL de la entidad demandada, por medio del presente documento, con 

el debido y acostumbrado respeto, me permito solicitar se sirva reconocer personería al suscrito en los 

términos del poder especial y, con tal reconocimiento SUSTITUYO el poder a la Dra. ANGY GRACIELA 

CASTELLANOS DURAN, mayor de edad, domiciliada en la ciudad de Bogotá, identificada con Cédula de 

Ciudadanía No. 1.019.077.818 de Bogotá y portadora de la Tarjeta Profesional No. 251.798 del Consejo 

Superior de la Judicatura. 

 

El apoderado sustituto queda investido con las mismas facultades otorgadas al suscrito, incluyendo la 

de conciliar judicial o extrajudicialmente previo concepto del Comité de Conciliación y Defensa Judicial 

de COLPENSIONES. 

 

Ruego a su Señoría se sirva reconocer personería al suscrito y a la Dra. ANGY GRACIELA CASTELLANOS 

DURAN en los términos y para los efectos a que se contrae este escrito. 

 

 

 

Respetuosamente,     Acepto, 

 

 

 

 

 

 

       

JOSÉ OCTAVIO ZULUAGA R.    ANGY G. CASTELLANOS DURAN 

C.C. 79.266.852 de Bogotá                  C.C. 1.019.077.818 de Bogotá D.C 

T.P. 98660 del C.S. de la J.              T.P. 251.798 del C.S. de la J. 

 

 

 

 

 

 

Se confiere esta sustitución de poder  conforme al artículo 74 del Código General del Proceso que 

establece que en lo referente a las  sustituciones de poder las mismas se presumen auténticas.  

 

 










































